
ECOS Y COMENTARIOS

Se reconfigura el canon digital

Finalmente  el  pasado  31  de  diciembre,  dentro  del  Real  Decreto  –  Ley
20/2011, de 30 de diciembre, de medidas urgentes en materia presupuestaria,
tributaria y financiera para la corrección del déficit público, el nuevo Gobierno
ha  decidido  la  reforma  del  conocido  como  canon  digital.  Este  canon  fue
establecido en España en 1987 para compensar a los autores por la copia de
sus obras realizada por particulares y su aplicación enfrentó en los últimos
años a las entidades de gestión, como las principales defensoras del mismo,
con el sector de la industria de las nuevas tecnologías y las asociaciones de
internautas.

La configuración del mismo se hizo a través de la compensación por copia
privada, prevista en el artículo 25 del Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por
Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, con los límites establecidos en el artículo 31.2 de la
misma Ley. La remuneración o compensación, que debía ser equitativa y única, consistía en un canon
que se  aplicaba,  a  los  equipos o  aparatos  de reproducción  de  fonogramas y  videogramas,  y  a  los
materiales de reproducción sonora, visual o audiovisual, con tres excepciones, en concreto los adquiridos
por  quienes  cuenten  con  una  preceptiva  autorización  para  llevar  a  cabo  la  reproducción  de  obras
mediante una certificación de la entidad de gestión correspondiente, los discos duros de ordenador, y las
personas que adquieran los soportes citados fuera del territorio español.

Este canon debía aplicarse a los fabricantes, mayoristas e importadores de estos equipos y materiales,
así  como  a  los  distribuidores,  mayorista,  minoritas  y  sucesivos  adquirentes  de  dichos  productos,  y
haciéndose efectivo a través de las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual.

Con la Ley 23/2006, se introdujeron cambios en la normativa de Propiedad Intelectual, ampliándose la
aplicación de este gravamen a los equipos, aparatos y materiales de reproducción digital, con un recargo
sobre el precio de los mismos (CDs, DVDs, aparatos MP3, etc.), sin distinción del público adquirente
como en el caso anterior. Para no establecer la excepción, siempre se adujo la dificultad de conocer el
destino que el adquirente podía dar a aquellos aparatos o materiales de reproducción digital, provocando
que se plantease una cuestión prejudicial ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea de cómo se
debería de interpretar el término “compensación equitativa”.

Cuestión que fue resuelta por la Sentencia de dicho Tribunal el 21 de octubre de 2010 considerando que
se estaba produciendo una aplicación indiscriminada del canon por copia privada en relación con todo
tipo de equipos, aparatos y soportes de reproducción digital, con independencia de ser destinado a un
uso diferente del de copia privada o adquirido por persona que procedería a la grabación sobre estos
soportes de material de creación propia.

A pesar de quedar clara la falta de precisión en la aplicación del gravamen el mismo se siguió cobrando y
reclamando  por  las  sociedades  de  gestión,  en  algunos  casos  aceptándose  el  cobro  y  en  otras
negándose, hasta que finalmente, parece ser que hemos llegado al fin de este controvertida cuestión con
la reconfiguración hecha en estos últimos días, quedando establecido como una partida presupuestaría
que el Gobierno establecerá reglamentariamente, con una cuantía que será determinada tomando como
base la estimación del perjuicio causado.Por su lado, la justicia también se ha pronunciado al respecto,
abriendo la puerta a la reclamación de lo ya pagado durante años.

En concreto en la reciente sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona de 22 de diciembre de 2011,
en la que anula la sentencia dictada por el Juzgado de lo Mercantil número 3 que condenó en el 2007 a
una empresa de tecnología al pago de 18.298 euros a favor de la SGAE, por la adquisición de CDs,
grabadoras de CDs, DVDs y reproductores de MP3, sin haber satisfecho la remuneración por copia
privada durante  el  período  comprendido  entre  1999 a  2004.  El  fundamento  es  el  establecido  en  la
Sentencia del Tribunal Europeo, aplicación de un gravamen indiscriminado.



Debemos quedar por tanto, a la espera del desarrollo de la ahora partida presupuestaría y del inicio de la
reclamaciones por parte de las empresas que hasta ahora han pagado este canon, que en principio
deberá de ser devuelto por la Sociedad de Gestión encargada de su reclamación, que no olvidemos
muchas de ellas se encuentran endeudadas con avales en el canon digital futuro.
 


